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PRESENTACIÓN

Este trabajo, fundamentalmente canónico y específicamente ubicado dentro del derecho de religiosos, intenta aportar luz a los múltiples miembros de los institutos religiosos que pasan por situaciones de crisis personales de cara a su permanencia en la institución a la que pertenecen y a aquellos que intentan conocer las posibilidades que el derecho universal de la Iglesia ofrece de cara a una separación, aunque sea temporal, de la Orden, Congregación o Monasterio en el que han profesado, sobre todo si como Superiores tienen alguna responsabilidad a la hora de afrontar estas situaciones. Aunque el derecho codicial ofrece varias posibilidades adaptadas a supuestos concretos, en un tratado jurídico, y en este también, siempre existen lagunas y situaciones poco claras a la hora de ser interpretadas. Será en estos temas abiertos dónde más incidamos.
Bajo el epígrafe genérico “separación del instituto”, la ley codicial contempla fenómenos variados. Además de esta diversidad, nosotros estudiaremos otra figura que técnicamente no pertenece a la separación, el permiso de ausencia, que el Código sitúa dentro de los derechos y deberes de los religiosos, c. 665§1, pero que en la práctica se configura muchas veces como un primer paso para discernir la vocación con más libertad fuera de la comunidad. Además, un instituto canónico muy relevante a estos efectos, la expulsión de los religiosos, sistemáticamente situada dentro de la separación, por razones de tiempo y espacio, no la incluimos en esta publicación; quizás ella sola podría dar lugar a otro trabajo semejante.

En la vida ordinaria de todos los institutos religiosos, este tema siempre resulta actual y con bastante repercusión. Cómo en otros ámbitos del derecho canónico, normas universales y derecho particular deben coordinarse para intentar solucionar con el mayor respeto, equidad y caridad situaciones personales y comunitarias complicadas. Concordamos con algún autor al apreciar que pueden ser tan injustos y nocivos en estos casos el unilateralismo y la ligereza como la transigencia inconsciente con determinadas conductas de profesos, perjudícales para todo el Instituto
. 
Por nuestra parte, consideramos que el Código recoge abundantes y diferentes posibilidades a las que el religioso puede acogerse para discernir su vocación o afrontar situaciones singulares en su vida que le impiden llevar a cabo los compromisos esenciales de su profesión, sobre todo los relacionados con la vida común. Creemos que el Código es flexible en este sentido a la hora de ofrecer cauces y tiempo suficiente de discernimiento. Pero la otra cara de toda esta regulación es que en la mayoría de estos casos son los Superiores personales y sus consejos los que tienen la última palabra para permitir que el religioso se acoja a una de estas vías, sin matizar nada el derecho en este sentido, por lo que la eficacia de esta regulación siempre queda muy mediatizada por la voluntad personal y luego por la colegial de la autoridad, sin establecer ninguna consideración sobre la arbitrariedad que en ocasiones pudiera estar detrás de la denegación de la petición o de la imposición de la exclaustración impuesta.
Analizaremos una por una estas figuras, todas las incluidas en el capítulo VI de la parte III del Libro II, de la separación del instituto, excepto, como hemos dicho, la expulsión, añadiendo el permiso de ausencia de la casa religiosa, no incluida en dicha división. Incidiremos especialmente en las cuestiones más abiertas y problemáticas que en cada caso se presentan.

I. PERMISO DE AUSENCIA (c. 665§1)

La vida fraterna en común, es un elemento esencial de la vida y profesión religiosa, como bien establece el c. 607§2.  La obligación de residir en la propia casa, y comunidad, de las que habla el c. 608, es inherente a la incorporación al instituto
. Pero dicha obligación no puede agotarse en la mera convivencia, sino que habrá de expresarse en la unidad de obras y de misión para constituir la vida fraterna a  la que alude el canon anteriormente citado.
Esta posibilidad de ausentarse de la casa religiosa legítimamente, tiene su fuente precodicial en el Rescripto Cum admotae, de 1964, y en el Decreto Religionum Laicalium, de 1966, que, suavizando la disciplina del Código de 1917, concedieron a los superiores generales la facultad delegable de permitir, con el consentimiento de sus consejos, la ausencia de la casa, nunca por más de un año, salvo que la causa fuera la enfermedad, los estudios o el ejercicio de obras de apostolado propias del instituto. 

El actual c. 665 establece la disciplina vigente en los siguientes términos: 

1º. El permiso para una ausencia breve de la comunidad lo concede el Superior local.

2º. Si la ausencia es prolongada, sólo puede concederla un Superior mayor, sin precisar cual de ellos (c. 620). Será el derecho propio quien lo determine, estableciendo, por ejemplo, hasta que plazos puede hacerlo el Provincial y a partir de cual el General. Si dicho derecho no especificase, cualquiera podría concederlo. El problema es que el Código no precisa el límite entre la ausencia breve y la prolongada. La determinación pensamos que estará supeditada, en primer lugar, al derecho propio y si éste tampoco lo determina, al juicio prudencial de los Superiores mayores oportunos. 
3º. La ausencia prolongada necesita, además del permiso del Superior mayor competente, el consentimiento de su consejo.

4º. La ausencia, como regla general, no puede prorrogarse más de un año, a no ser por motivos de enfermedad, estudios o para ejercer el apostolado en nombre del instituto. En estos tres supuestos parece que la ausencia puede dilatarse hasta que se mantenga la causa que la produce.
Habrá que tener en cuenta que este permiso de ausencia ha de ser siempre solicitado, no existiendo posibilidad de que ningún Superior lo imponga o solicite a otra instancia, cómo si ocurre en el caso de exclaustración. Además, como ya hemos advertido, es siempre potestativa la posibilidad de concederla o no, primero por parte del superior competente y, si éste es mayor y accede a la petición del religioso, luego también por su consejo. No hay causa alguna prevista en el derecho, ni siquiera orientación en este sentido, que convierta en obligatoria esta posibilidad de concesión por parte de las instancias implicadas en ella. Por muy motivada que el solicitante considere las razones de su petición, será la valoración del Superior y, en su caso, del consejo, la que prevalecerá sin cortapisa alguna. Como en supuestos similares, algún matiz a esta facultad omnímoda consideramos que hubiera sido oportuno en el sentido de ayudar al religioso que fundamentadamente se quiera atener a esta posibilidad y que, hasta ahora, siempre estará sujeto a la única valoración de sus Superiores.
Vamos ahora a analizar más específicamente los casos en que esta absentia domus sirve de base para discernir una separación vital y jurídica del instituto y los interrogantes prácticos que más a menudo se plantean en estos casos. 
1. Supuesto no aplicable a las monjas.

Existe una categoría de religiosos que no pueden acogerse a la figura que estamos analizando: las monjas. Los rasgos esenciales de estas religiosas son: 1) votos solemnes; 2) Clausura; 3) autonomía de la casa o monasterio en el que viven; 4) el coro y la vida contemplativa
. La instrucción Verbi Sponsa, de 13.V.99, recoge las normas vigentes dadas por la Santa Sede para las monjas de clausura papal. En su art. 17§2 final previene: “Téngase presente que la norma del c. 665§1 sobre la permanencia fuera del instituto, no se refiere a las monjas de clausura”.
La justificación de esta limitación parece encontrarse en la especial estabilidad que el voto de la monja tiene respecto al monasterio en el que profesa, autónomo, y en el que quiere permanecer durante toda su vida desde que emite los votos. La ausencia de la comunidad en estos casos compromete muy firmemente el modo de vida religioso elegido. Y también la clausura y la vida contemplativa anexa a esta vocación pueden resultar incompatibles con ausencias de la comunidad, aunque no con exclaustraciones en las que ya interviene la autoridad suprema de la Iglesia.

El c. 667§3 recoge dos tipos de clausura monacal femenina: la papal, regida por las normas de la Sede Apostólica, y las demás, a las que se denomina habitualmente de clausura constitucional, ya que ese precepto indica que vivirán la clausura en la forma determinada por las constituciones. La Verbi Sponsa, que es la norma que imposibilita aplicar esa figura, afecta solamente a las monjas de vida íntegramente contemplativa o papal, pero la denegación de dicha ausencia la refiere a las monjas, sin especificar, por lo que parece que unas y otras se verían afectadas. 
De todos modos consideramos que perfectamente se podría haber aplicado esta posibilidad a las monjas, ya que existe la exclaustración, que supone un periodo grande fuera del convento y en situación especial, pero sin dejar de ser monja; antes, y por razones variadas, sin llegar a la exclaustración ni acudir a Roma, la Superiora local-mayor y su consejo podrían haber permitido a la monja un periodo previo si es que lo consideran necesario dependiendo de las circunstancias personales en que se encuentre. Pensemos que a los monjes, de vocación claramente contemplativa, no se les restringe esta posibilidad.

2. Posible primer paso para la salida o para afrontar otras situaciones.

El c. 665 exige causa justa para que el Superior mayor permita la ausencia. Tiene que ver dicha causa con la regla general que recoge el c. 90§1 para la dispensa de la ley en general: “No se dispense la ley eclesiástica sin causa justa y razonable”. Cual pueda ser en concreto la causa justa dependerá fundamentalmente de la situación en la que se encuentre el religioso, teniendo en cuenta también las circunstancias del instituto
. En la práctica parece evidente que será el Superior mayor quien haya de valorar si es suficiente la causa aludida para conceder el permiso. 
Entre las circunstancias personales que dan pie a solicitar la ausencia es muy común la enfermedad de los padres o de otros familiares que requiere la asistencia del religioso. Parece evidente que la ausencia sine díe por motivos de enfermedad recogida en el canon que nos ocupa se refiere a la del religioso cuyo tratamiento y mejora de salud imposibilita vivir en comunidad, no la de los padres del religioso, cuyo límite ha de ser un año. Desde nuestra experiencia consideramos muy oportuno que el derecho propio se ocupe de regular estas situaciones tan frecuentes actualmente en la vida religiosa, estableciendo los detalles, especialmente el grado de parentesco, por el que se puede solicitar esta dispensa de vida comunitaria. Recomendamos también que estas situaciones se recojan mejor en normativa inferior a constituciones para no tener que acudir al permiso de la Congregación Romana cada vez que se han de modificar los criterios aplicables.
Al alargarse normalmente por más de un año la situación de enfermedad de esos familiares directos, se puede acudir a solicitar anualmente de nuevo el permiso, pero la solución que creemos más oportuna ante estas situaciones es que el Superior general solicite a la Santa Sede la posibilidad de conceder este permiso hasta que perdure la situación que ha dado lugar a él. No quiere esto decir, como han pretendido algunas congregaciones, que se establezca en el derecho propio esta posibilidad, ya que iría en contra de la norma codicial, sino que cada superiora general solicite esa facultad particularmente.
Nos resulta extraño que ningún comentarista aluda al discernimiento o a la crisis vocacional como motivo para solicitar este permiso, pues en la práctica es bastante habitual que así sea. Algunos canonistas recomiendan que no se utilice la ausencia para estos casos y se acuda a la exclaustración, pero no vemos motivo para limitar el permiso en ese sentido. Ante un religioso en situación de crisis personal, vocacional e institucional, que plantea abandonar la vida religiosa, conocemos a muchos Superiores, sobre todo masculinos, que, coloquialmente, les invitan a “pedir un año” viviendo fuera de la comunidad para poder reflexionar con más distancia sobre su vocación. Es perfectamente posible esta causa partiendo del c. 665 si nada se dice en contra desde el derecho propio y nos permitimos considerar como contraproducente hacerlo, ya que se cierran puertas que el derecho universal permite a la hora de discernir la propia vocación y la propia vida del religioso.
3. ¿Prorrogable? 

Fuera de los casos en que el permiso de ausencia puede otorgarse sin plazo concreto, existe, y en la práctica se plantea en muchas ocasiones, la posibilidad de prorrogar o conceder de nuevo al finalizar el plazo otro permiso de ausencia. Nada indica el Código sobre esta posibilidad. Por eso, al terminar el año o tiempo menor concedido y considerando el religioso y el Superior mayor que persiste la misma causa o surge otra nueva también justa y suficiente, dicho Superior puede prorrogar la causa o, para atenerse más directamente a la ley, otorgar una nueva licencia considerando que el religiosos se ha incorporado a la casa y ha solicitado de nuevo el permiso, lo cual suele resultar una ficción, pues resulta evidente que en la práctica es prorrogar esa situación. 

El derecho propio está legitimado para restringir esta posibilidad y acotar los periodos máximos que se pueden conceder. La motivación para solicitar la ausencia será decisiva a la hora de valorar la prórroga. Ya hemos dicho que en los supuestos de cuidado de familiares es conveniente solicitar a la Congregación para los Institutos de Vida Consagrada la facultad de conceder el permiso hasta que dure esa situación. Sin embargo, en los frecuentes casos dónde se pide vivir fuera de la casa religiosa para discernir la propia vocación, alargar en la práctica a través de prórrogas o nuevas concesiones esa licencia puede contravenir el sentido y el espíritu de la ley, sobre todo teniendo en cuenta que existe la posibilidad de solicitar la exclaustración a través del General hasta tres años más, y después, si es necesario, pedir una prórroga de dicha situación ante la Santa Sede. Es verdad que la ley no limita, pero el sentido de esa posibilidad puede quedar desvirtuado si se abusa innecesariamente de él para no afrontar situaciones personales que requieren en un determinado momento una solución definitiva. Por eso recomendamos que en estas situaciones el Superior mayor o, mejor, el derecho propio, establezca límites a estos periodos de ausencia legítima de la casa religiosa.
4. Derechos y deberes del religioso durante ese tiempo

Durante la ausencia el religioso sigue vinculado a su propio instituto a todos los efectos, tanto por lo que se refiere al ejercicio de los derechos como al cumplimiento de las obligaciones. Evidentemente quedan fuera de estas obligaciones y derechos los no compatibles con la condición de ausente, como pueden ser la mayoría de los actos de comunidad, la clausura, oración comunitaria….Es conveniente que se fije un estatuto entre el religioso ausente y su Superior mayor, y si es posible mejor por escrito, acerca de las condiciones de vida que va a tener el religioso y de su relación con la comunidad a la que sigue asignado y del instituto al que pertenece: régimen económico, visitas a la comunidad, participación en actos comunes, etc. 
Dentro de sus derechos, el religioso, en principio, sigue conservando voz activa y pasiva en el instituto y en la comunidad, al contrario de lo que se establece en el c. 687 para el exclaustrado. Puede no resultar justo que el religioso que voluntariamente viva fuera de la comunidad a la que pertenece siga manteniendo esos derechos y condicionando la vida de una casa de la que, al menos temporalmente, se ha desvinculado. Estamos de acuerdo con Monseñor Velasio De Paolis cuando recomienda que el superior competente para conceder el permiso de ausencia pudiera en ciertos casos, y sería posible que el derecho propio lo especificase, subordinar la licencia a la renuncia a la voz activa y pasiva
. Nosotros iríamos más allá y aconsejaríamos que no dependa de la voluntad del Superior mayor, sino que en los casos de ausencia no debida a enfermedad, estudios o ejercer el apostolado en nombre del instituto, se privase al religioso ausente de la voz activa y de la pasiva. Es evidente que en esos tres casos la desvinculación del instituto es mucho menor, al estar fundada en causas ajenas a su voluntad, como la enfermedad, o incluso la razón de la ausencia puede ser prestar un mejor servicio a la institución en la que ha profesado a través de la formación o del ejercicio del apostolado representando al propio instituto
.
5. Los supuestos “sine die”. Algún fraude al respecto.
Cuando la ausencia se deba a “motivos de enfermedad, de estudios o para ejercer el apostolado en nombre del instituto”, si el Superior mayor competente responde afirmativamente a la petición del religioso y, como en los demás casos, después obtiene el consentimiento del consejo, el canon no pone plazo al tiempo para vivir fuera de la casa, de lo que se deduce que se prolongará hasta que dure cada una de esas tres causas que lo motivó.
La enfermedad, tanto física como psíquica, parece referirse al religioso, no a familiares u otras personas. Para estos casos ya hemos comentado lo conveniente de solicitar para la autoridad máxima del instituto a la Santa Sede la potestad de concederla hasta que dure esa situación. Si embargo, al no especificar nada el canon, y si tampoco lo hace el derecho propio, algunos Superiores mayores conceden directamente el permiso hasta que sea necesario al miembro de su instituto que solicita cuidar a familiares enfermos, especialmente a sus padres, evitando así la intervención de la Congregación Romana y la necesidad de continuas prórrogas o nuevos permisos. No parece que esta opción pueda ser considerada ilegal, pero resulta evidente que el espíritu de la norma no es ese, sino que sólo se refiere a la enfermedad de los religiosos.
La razón de estudios podrá ser tanto para estudiar como para impartirlos por parte del solicitante, y la ausencia podrá durar hasta que finalicen o hasta que dure la misión de enseñanza. Parece claro que dicho proyecto docente o discente no puede ser el elegido libre y personalmente por el religioso, sino el establecido coordinadamente con la autoridad correspondiente.
El apostolado en nombre del instituto religioso tendrá lugar cuando existe una petición de los Superiores  para realizar esa misión por ser necesaria o conveniente en bien del instituto. El problema y la posibilidad de fraude en estos casos es solicitar la ausencia para ejercer un apostolado personal y libremente elegido por el religioso, incluso teniendo permiso del Obispo de la Iglesia particular en la que se va a desarrollar. Un criterio claro de esta legitimidad de la ausencia sine die será que el religioso haya sido enviado por el instituto a realizar ese apostolado que el mismo instituto hace propio. En la práctica será el Superior competente quien tendrá que discernir estas situaciones, muchas veces presionado por circunstancias que acaban haciendo presentar como propios del instituto apostolados y trabajos totalmente personales. 
Resulta evidente que en estas tres situaciones el permiso se concede porque no es posible vivir en ninguna casa de la Orden o Congregación religiosa, ya que lo contrario sería un fraude. La enfermedad psíquica puede conllevar la imposibilidad o al menos la inadecuación para el enfermo y el resto de los religiosos de que el miembro viva en comunidad. Parece legítimo que, aunque el religioso enfermo psíquico reciba el tratamiento en un lugar dónde exista una comunidad propia, se conceda el permiso para que viva en un centro especializado o incluso en un domicilio particular mientras se siga considerando conveniente su no reingreso en la vida comunitaria. En el caso de los estudios es evidente que serán realizados o impartidos en un lugar que no posibilita vivir en una casa del instituto. Pero en el supuesto de ejercicio del apostolado, conocemos algún caso en el que ha servido de pretexto para librarse de la vida comunitaria pues, aunque su misión  se ejerciera representando a su instituto, dicho trabajo se estaba realizando en lugares dónde existían casas de su Orden. El permiso concedido en situaciones dónde claramente se puede vivir en comunidad consideramos que supone un fraude de ley
.
6. La ausencia ilegítima.
En la práctica se plantean bastantes situaciones de religiosos que tras el permiso de ausencia no se reincorporan a la comunidad. Sería la misma situación de los que finalizan el periodo de exclaustración y hacen lo mismo. Y es aún más frecuente el supuesto del religioso que deja de vivir en comunidad sin atenerse a ningún cauce jurídico. En todos estos supuestos nos encontramos ante situaciones de ausencia ilegítima sobre la que se abre con frecuencia el interrogante de lo que deben hacer los Superiores mayores.
El § 2º de c. 665 parece imponer a los Superiores el deber, más bien moral, de buscar solícitamente a dicho miembro y de ayudarle a volver y a perseverar en su vocación. Habitualmente, de una u otra forma, esta solicitud se suele cumplir, pero muchas veces sin resultados positivos. De todos modos advierte algún autor que, según el c. 1341, estas medidas de corrección fraterna y de solicitud pastoral han de llevarse a cabo si posteriormente se quiere acudir a un procedimiento judicial o administrativo contra ese miembro del instituto
. 
Creemos que lo importante en este caso es que el silencio codicial sobre posible sanciones supone conceder un margen de discrecionalidad a los Superiores mayores para poder iniciar un proceso de expulsión de acuerdo con el c. 696§1 a partir de los seis meses de dicha ausencia ilegítima. Se trata de una desobediencia que los Superiores deberán valorar en cada situación concreta y tomar la decisión que consideren más conveniente, siendo la más drástica la posibilidad de abrir un proceso de expulsión. Es muy relevante que este supuesto como causa de expulsión lo recoja el canon que se ocupa de la potestativa, 696, no el anterior, que recoge las causas de expulsión obligatoria. 
Son también posibles otras sanciones menores, pena justa, a tenor del c. 1371, 2º, al tratarse de una desobediencia grave a un moderador. También el derecho propio puede especificar algunas otras medidas, seguramente bastante convenientes en bien del instituto, como pueden ser: exclusión de los actos legítimos, privación de los oficios que tuviera, inhabilitación para los sucesivos, la privación a la que hemos aludido de voz activa y pasiva hasta que no se reincorpore a la vida comunitaria, suspensión, si estuviera ordenado, in sacris, reservada al supremo moderador del instituto y otros posibles remedios penales menos específicos. 

II. TRÁNSITO (cc. 684-685)

La disciplina antigua prohibía al religioso el paso a otra religión sin la autorización de la Sede Apostólica. El CIC 17 flexibiliza esta posibilidad y la deja en manos de las autoridades internas de los institutos si el paso se produce entre religiosos, facilitando esta vía. De todos modos la expresión negativa con la que comienza esta regulación: “el religioso no puede pasar del propio a otro instituto religioso”, pone de manifiesto, como algún autor indica, que esta posibilidad del tránsito a otro instituto es algo extraordinario
, aunque es una oportunidad para quienes, dentro de la misma vida consagrada, consideran que su vocación se adecua más a otro instituto. El tránsito supone para ellos que después de un tiempo importante de vida religiosa, no tengan que iniciar de nuevo un proceso de formación e incorporación a otra institución, en especial otro noviciado, bastante similar, lo que poco les podría aportar al ser su caso muy particular. 
Aunque algunos autores enumeran las posibles causas que pueden dar lugar a esta opción, el Código no pide ninguna especial, por lo que serán las autoridades concedentes, los Supremos moderadores y sus consejos, las que valorarán la oportunidad o no de la concesión, correspondiendo al interesado exponer y hacer vales las razones que le llevan a realizar dicha petición. De nuevo vemos un posible margen excesivo de discrecionalidad en los Superiores, sobre todo si queriendo recibir un instituto al religioso, se niegue el General del que pertenece a darle el permiso sin tener, en principio, que justificar esa decisión.
1. Supuesto para profesos perpetuos.
El c. 684§1 hace referencia solamente a los profesos perpetuos como los religiosos que pueden acogerse a esta figura. Sin embargo el §3 parece que admite la posibilidad del tránsito de un monasterio autónomo a otro del mismo instituto, habitualmente Orden religiosa, como de hecho se realiza. Salvo esta excepción a la que aludiremos más adelante, el paso de un instituto a otro no se prevé para los profesos temporales. Sería sumamente extraño que un profeso temporal permanezca en relación con su instituto una vez finalizado el tiempo de los votos porque está haciendo un periodo de prueba en otro, o que sea admitido a la renovación mientras realiza esa prueba.
El que durante sus votos temporales o al acabar estos, desee pasar a otro instituto o a otro monasterio autónomo de otra Orden, ha de iniciar el proceso de incorporación desde el inicio. El haber estado ligado con un vínculo anterior no constituye impedimento dirimente para el noviciado (c. 643§1, 3º). Habrá que tenerse en cuenta que si pide regresar al instituto en el que realizó al menos su noviciado, los superiores lo podrán admitir dispensándolo del noviciado e incluso de parte del tiempo de la profesión temporal si ya hubiera profesado anteriormente (c. 690§1).
Se plantea aquí el problema de los miembros de Institutos Seculares y Sociedades de Vida Apostólica que no emiten votos, pero que ya están incorporados a su institución perpetua o definitivamente. Andrés opina que no pueden acogerse a esta figura
, pero todo parece indicar que la ratio legis de la norma también les afecta y con las misma condiciones que los religiosos podrán pasar de uno a otro instituto o sociedad. 
2. Autoridades competentes para conceder dicho permiso. El problema de los monasterios autónomos.
En el supuesto general las autoridades competentes para conceder el tránsito a otro instituto son los Superiores generales de ambos institutos. Cómo en otras ocasiones, una vez aprobado dicho paso por ambas autoridades personales, se requiere el consentimiento de sus respectivos consejos para que esa decisión sea efectiva. Si alguno de los generales no estuviera de acuerdo en iniciar el tránsito, es evidente que ya no habría lugar  respecto a la solicitud del consentimiento a dichos órganos colegiales, pues serán los respectivos generales quienes solicitarán el voto deliberativo a su consejo. 
En el supuesto del paso de un monasterio a otro del mismo instituto (c. 684§3) la autoridad personal concedente serán los Superiores mayores de ambos monasterios, cómo expresamente recoge el canon. El problema se plantea cuando se trata del paso de un monasterio a otro de distintos institutos, o de uno de estos monasterios a un instituto de vida activa y viceversa. Hay que pensar que es este un supuesto bastante habitual. La solución más frecuenta es que sea el Superior del monasterio autónomo, sobre todo en los supuestos del c. 615, los que tengan dicha potestad, ya que son los Superiores mayores y no tienen ningún otro por encima. Pero hay que pensar que la traducción castellana del Código habla de Superiores generales y los de los monasterios en cuestión no lo son. Piénsese, además, que muchos de estos monasterios femeninos, aunque autónomos, pertenecen a órdenes masculinas (dominicas, clarisas, carmelitas, agustinas…) que tienen su General, y la nomenclatura puede dar lugar a dudas. La solución de Monseñor De Paolis facilita las cosas: “el superior supremo es el general para los institutos divididos en provincias o, en todo caso, con varias casas; en cambio, es el superior de un monasterio sui iuris cuando no haya ningún otro superior mayor con autoridad superior”
, pero no se ajusta a la literalidad de la norma, que quizás debiera aquilatarse más para aclarar este supuesto.
3. Periodo de tránsito y condiciones. Una redacción inadecuada.
El c. 684§2 fija el periodo de tránsito con un mínimo de tres años antes de la incorporación definitiva al nuevo instituto. Constatamos en relación con este periodo que muchos derechos propios se remiten sin más al canon sin especificar si ese tiempo ha de durar tres años o más, sin percatarse de que el Código establece solamente un mínimo. Además, el §4 vuelve a recordar que el derecho propio debe determinar la duración de la prueba. También deja ese parágrafo todos los demás detalles referentes a dicha prueba al derecho propio, que no suele establecerlos con normas generales, sino dejando a los Superiores correspondientes que los determinen en cada caso: la casa dónde ha de vivir el religioso, el programa de vida que ha de seguir, el encargado del probando, etc.
Si el religioso no es admitido al nuevo instituto o no quiere él integrarse, tiene el derecho-deber de volver a su instituto de origen. Derecho será en cuanto los superiores no pueden negarle el regreso con todos los derechos y deberes anteriores, y deber porque cómo religioso sigue ligado por sus votos en el instituto del que partió, a no ser que solicite el indulto de salida definitivo recogido en el c. 691.
El c. 685 regula la situación del religioso durante el tránsito. Quedarán en suspenso los derechos y obligaciones que el religioso tenía en el instituto de origen, pero desde que comienza la prueba estará obligado a observar el derecho propio del nuevo instituto, en definitiva, debe acomodarse a la vida y disciplina de aquella institución en la que puede desarrollar su consagración en un futuro y probar así si allí va a vivir más plenamente su vocación. 
El derecho propio establecerá que autoridades darán el permiso y que condiciones se requerirán para que el religioso pase a formar parte como un profeso perpetuo en el instituto en el que ha realizado la prueba, previa petición del interesado al final de ésta. 

Desde que se incorpora al nuevo instituto, el religioso ya no tiene obligaciones ni derechos respecto al instituto de procedencia, y pasa a tenerlas en el nuevo. Pero no nos parecen apropiadas, al menos desde la teología de la vida religiosa, las expresiones que usa el c. 685§2 para indicar dicha incorporación definitiva: “Por la profesión en el nuevo instituto” y, sobre todo “cesan los votos precedentes”. Cómo bien indica algún autor
, desde el punto de vista teológico, no acabamos de entender cómo un profeso puede volver a profesar, ya que la profesión hecha a Dios permanece. Sería mucho más propio indicar, cómo en el caso del paso de un monasterio a otro (§3), que no se requiera una nueva profesión. E inadecuado nos parece igualmente decir que con la nueva profesión cesan los votos. Los votos cesarán solamente por dispensa o muerte. En todo caso, lo que cesa es la referencia de los votos hacia el instituto precedente, ya que su vivencia en cuanto a derechos y obligaciones se reorienta hacia el nuevo. 
Para el tránsito a un instituto secular o a una sociedad de vida apostólica, o de estos a un instituto religioso, se requiere licencia de la Santa Sede, a cuyos mandatos habrá de sujetarse (§5). La diversidad entre las distintas especies de institutos de vida consagrada y asimilados, hace que se exija esta especial intervención. Hay diferencias importantes que estarían a la base de la reserva de esta licencia: la secularidad y la no obligación de la vida común respecto a los institutos seculares y la falta de votos religiosos en relación con las sociedades de vida apostólica. Sin embargo, la cercanía y afinidad entre las tres especies siguen siendo grandes y de ahí que se posibilite también esta opción del tránsito. La Sede Apostólica establecerá en este caso los detalles de la prueba, que en tiempo no tiene sentido que sea de menos de tres años, y marcará la vida del que realiza el tránsito durante ese periodo y los de la incorporación o (en este caso tiene más sentido) nueva profesión.  
4. Situación especial: Monasterios autónomos (monjas y monjes) del mismo instituto.
El c. 684§3 presenta un caso especial de tránsito, el del religioso que se traslada de un monasterio autónomo as otro del mismo instituto, federación o confederación. Hubiera sido suficiente, pensamos, aludir a un mismo instituto, ya que las federaciones y confederaciones de monasterios lo son entre comunidades del mismo instituto, habitualmente de Órdenes antiguas, y cuyos religiosos se llaman propiamente monjes y monjas. El procedimiento es mucho más simple, ya que no se trata en sentido propio de un tránsito entre institutos. Más que de un tránsito, se trata de un traslado de un monasterio a otro. Ya comentamos que esta posibilidad se contempla también para los profesos temporales, y así lo estableció la Santa Sede
.
La modalidad de la prueba debe establecerse por el derecho propio, cumpliendo al menos los requisitos que marca el Código: el consentimiento de los superiores mayores (y locales)  de los dos monasterios y del capítulo del monasterio que acoge. Es el capítulo, no el consejo, del monasterio que acoge quien debe consentir dicha prueba al ser una cuestión que afecta a toda la comunidad. Los monasterios suelen añadir otros requisitos en su derecho propio, que en muchas ocasiones a estos efectos son los estatutos de federación, ya que es la normativa más apropiada para regular estas situaciones bastante habituales. Es bastante frecuente que también se solicite en dicho derecho propio el consentimiento del capítulo del monasterio de procedencia, o el consentimiento de ambos capítulos y de ambos consejos. El tiempo de la prueba tampoco está fijado, por lo que parece que no es obligatorio marcar un espacio. Sin embargo será muy conveniente marcar un tiempo prudencial a partir del cual acoger definitivamente al trasladado y experimentar la conveniencia del traslado tanto por parte del religiosos como de la comunidad que lo recibe, aunque resulta bastante lógico que en estos casos el periodo sea menor a los tres años del supuesto normal. 
Desde nuestra experiencia tanto en el derecho como en la práctica monástica, sobre todo femenina, están poco determinadas las condiciones de este trasladado que, por otra parte, está siendo bastante habitual en muchas órdenes monásticas femeninas, sobre todo en España por la llegada de vocaciones extranjeras. Es conveniente en este momento una revisión del derecho propio, sobre todo de los estatutos de federaciones monásticas.
III. EXCLAUSTRACIÓN (cc. 684-685)

El indulto de exclaustración es la concesión del Superior competente por la cual el religiosos es autorizado a vivir fuera de las casas del instituto, quedando exento de obligaciones y derechos que no son compatibles con su nueva situación. Pero propiamente no se trata de una salida del instituto, artículo dónde el Código sitúa la exclaustración, pues esa situación especial es temporal y el exclaustrado sigue siendo religioso  y sigue estando incorporado a su instituto.
1. Solicitada por el religioso. El problema de la prórroga.

El c. 686§1 otorga al Superior general  la potestad de conceder dicha exclaustración cuando lo solicita un religioso de votos perpetuos, con limitaciones importantes. No podrá concederlo por más de un trienio y para que tenga lugar dicho permiso debe obtener el consentimiento del  consejo general. Recordar que si el General no considera oportuno conceder el indulto, huelga pedir el consentimiento del consejo. La gravedad de la causa a la que alude la norma quedará a juicio de la autoridad concedente. Si el religioso es clérigo, para residir en un determinado territorio se requiere el consentimiento del Ordinario del lugar. 

Prorrogar el indulto o concederlo por más de un trienio se reserva a la Santa Sede si el instituto es de derecho pontificio, y si es diocesano al Obispo de la casa dónde el religioso está asignado. Hay, sin embargo, un detalle en el que nadie repara: este parágrafo parece claro al determinar que el General sólo puede conceder una vez el permiso de exclaustración, y por tres años como máximo. Prorrogar dicho indulto, aunque se hubiera concedido por menos de tres años, ya corresponde a una autoridad distinta de la del instituto. Pero en la práctica, el Superior general suele prorrogar dicho indulto hasta llegar al trienio en total. No parece un problema relevante, pero para nosotros resulta evidente que el legislador ha pretendido que la intervención del Superior religioso de cara a la exclaustración se diera sólo en una ocasión
. Seguramente es más conveniente que los Superiores puedan prorrogar, pues sino pueden verse inducidos a conceder tres años cuando menos tiempo pudiera ser suficiente, por eso sugerimos que se cambie el tenor del canon.
Los efectos canónicos de la exclaustración los indica el c. 687. Muy genéricamente se dice que el exclaustrado queda libre de las obligaciones que son incompatibles con su nuevo tenor de vida, suponemos que especialmente las referidas a la vida comunitaria. Aunque los votos permanezcan, parte de las obligaciones que se derivan de ellos quedarán en suspenso.
La responsabilidad principal respecto de este religioso recae en los Superiores religiosos, ya que el afectado sigue siendo miembro del instituto, aunque también se alude al cuidado del Ordinario del lugar, sobre todo en los casos de clérigos. Si no es fácil de concretar la dependencia en esta situación respecto de los Superiores, más indeterminada queda aún respecto del Ordinario, incluso del clérigo, pues sigue incardinado en el instituto. Quizás sea el Obispo dónde va a habitar quien deba estar al tanto de sus tareas pastorales. Cuando la exclaustración viene motivada por la prueba en una diócesis u otra Iglesia particular de cara a incardinarse en ella, tiene mucho más sentido esta supervisión y consentimiento del Obispo.  
Considerando la diversidad de situaciones, el CIC deja a la elección del exclaustrado seguir llevando o no el hábito, a no ser que en indulto se establezca otra cosa, que, suponemos, será lo que habitualmente suceda en la impuesta. Parece electiva la posibilidad por parte del religioso de llevarlo cuando no se establece lo contrario en el indulto, no pudiéndoselo impedir el Superior
. 
Una última consecuencia de la exclaustración, bastante lógica, es la privación de voz al afectado, tanto activa como pasiva. Los Derechos propios suelen establecer algún tiempo para volver a conceder este derecho una vez que el individuo se reincorpora al instituto.  
2. Monjas.
El c. 684§2 reserva la concesión en este caso a la Sede Apostólica. Hay que advertir que dicha reserva es para todas las monjas, no sólo las de clausura papal o solamente las contempladas en el c. 615, también las de clausura constitucional y las asociadas a un instituto masculino del c. 614. En este caso la exclaustración puede ser solicitada por la religiosa o impuesta a petición de la Superiora mayor del monasterio. La clausura monacal (normalmente más rígida en el caso de mujeres) justificaría esta especial intervención de la autoridad suprema de la Iglesia.
3. La impuesta: ¿Una expulsión “suavizada”?
Es esta una figura prevista en el c. 684§3 no recogida en el CIC 17. Seguramente fuera pensada para responder a situaciones especiales por las cuales la actuación de un religioso acababa afectando gravemente a la vida comunitaria y a la del propio instituto, y que no aconsejaban o no cumplían las condiciones para abrir proceso de expulsión. Es solicitada por el General, previo consentimiento de su consejo, a la Santa Sede o al Obispo diocesano, autoridades concedentes dependiendo si se trata de un instituto de derecho pontificio o diocesano. El Obispo seria lógico que fuera el de la Iglesia particular dónde se encuentra la casa en la que está asignado el religioso en cuestión, pero algún autor entiende que también puede serlo el de la casa generalicia o de la casa madre del instituto
. Nada se indica en cuanto a la profesión del exclaustrado, por lo que parece que podría aplicarse también a los profesos temporales, aunque en este caso daría lugar a una situación extraña.
El canon dice que la exclaustración puede ser impuesta por causas graves, sin especificar más. El peligro es que esta posibilidad puede acabar resultando una expulsión encubierta sin tener en cuenta las garantías ofrecidas al religioso en el proceso de expulsión en los cc. 694 y siguientes. Las salvaguardas de la equidad y caridad respecto al religioso, citadas expresamente, pueden ser las únicas garantías en este sentido. Ya en la disciplina anterior la Sagrada congregación romana empezó a exigir en estos casos que se siguiese un procedimiento similar al de la expulsión
, por eso resulta extraño que en el CIC 83 no se aluda a ello. Resulta evidente que previamente el religioso debiera ser amonestado y corregido y que se le deberá dar la oportunidad de explicar su conducta y defenderse, pero, de nuevo, nada se explicita al respecto en la norma. 
Encontramos otra falta de precisión en que el Código no limita el tiempo de la exclaustración. Sería la autoridad que la impone la que debiera determinar el tiempo
, pero en bastantes de estos decretos nada se indica al respecto, la duración queda indeterminada, con lo que la indefensión del interesado puede resultar patente. Y sobre la situación del exclaustrado que establece el c. 687 parece pensada para la voluntaria, no para la impuesta, dónde, además de desligarle de la institución no por voluntad propia, se le siguen imponiendo al religioso en cuestión las obligaciones propias de la vida religiosa durante el indefinido tiempo que durará esa situación, lo que no resulta nada lógico.  
IV. SALIDA DEFINITIVA

Cualquier ordenamiento, también el canónico, debe prever las situaciones en que los miembros pueden abandonar la institución en la que libremente han entrado o que ésta pueda excluirles al acabar el plazo de su compromiso no admitirles a continuar. En derecho de religiosos estos supuestos los recoge el Código recoge dentro de la salida del instituto. Esta posibilidad comporta que el profeso abandona el instituto y el estado religioso a la vez. En principio presupone un acto libre por parte del religioso, pero también el instituto puede no admitir a la renovación de votos, aunque en este caso sólo impropiamente se puede hablar de salida del instituto.  
Ya hemos visto la exclaustración anteriormente, aunque el Código la recoge también en este epígrafe, porque consideramos que propiamente no se trata de una salida, ni siquiera provisional, ya que el religioso en esa situación sigue siendo tal y perteneciendo al instituto. Sí veremos la readmisión de la que trata el c. 690, aunque propiamente se habla de lo contrario, pero sin duda la salida previa es la que da pie a incluir este caso aquí. 
1. El abandono por voluntad del religioso durante o al finalizar la profesión temporal (c. 688)

El periodo de votos temporales mantiene un carácter de prueba para el religioso. Por eso, sin entrar en mayores precisiones, el c. 688§1 reconoce la total libertad para abandonar el instituto después de haber trascurrido el tiempo de profesión, sin ningún tipo de condicionamiento. Desde el punto de vista jurídico, la libertad de dejar el instituto es plena, sin alegar ninguna causa ni cumplir ninguna formalidad. Los superiores carecen de mecanismos jurídicos de retención aunque, por supuesto, pueden intentar por otros medios que el que finalizó su compromiso reconsidere la decisión de no renovarlo. 
El religioso que sin acabar el periodo de profesión, quiere abandonar el instituto, debe pedirlo expresamente (c. 688§2). Debe aducir una causa grave para ello, pero, como siempre, la valoración de dicha motivación corresponde a aquellos que decidirán sobre la concesión del indulto. La autoridad que puede conceder la salida es el Superior general con el consentimiento de su consejo
, pero en los institutos de  derecho diocesano y en los monasterios sui iuris no asociados de los que habla el c. 615, además, debe confirmar dicho indulto el Obispo de la casa en la que el religiosos está asignado para que sea válido. Es conveniente que en estos casos, aunque falte un corto espacio para que expiren los votos, se anime al religioso que ha decidido abandonar el instituto a solicitar dicha dispensa. Si no lo hiciera tendrá que valorar el Superior si inicia el proceso de expulsión o, sin más, deja expirar el plazo.
Parece lógico que se aplique en este caso el mismo criterio que para la salida del profeso perpetuo señala el c. 692, necesitando  para que el indulto tenga valor que sea aceptado o no sea rechazado por el peticionario en el momento en que se le comunica. Sobre esta problemática hablaremos al tratar el indulto del profeso perpetuo.

2. La no admisión al finalizar la profesión temporal (c. 689§1) Algún consejo.

El carácter de periodo probatorio que supone la profesión temporal, se refiera no sólo al religioso, también al instituto, que tendrá que decidir a través de las autoridades competentes admitir o no al miembro temporal a la renovación de sus votos o a la profesión perpetua. En este sentido, el c. 689§1 establece el derecho del instituto de excluirlo de la profesión subsiguiente en la persona del Superior mayor competente que indique el derecho propio. Para ello solamente tiene que oír a su consejo, lo que requiere sólo consulta, no consentimiento, a no ser que el derecho propio, como ocurre en bastantes ocasiones, exija ese consentimiento para que esa decisión personal sea válida. 

La norma exige para esta exclusión de la profesión que existan justas causas, ni siquiera graves. Como siempre, dichas causas acaban concretándose en que ese Superior mayor juzgue que el religioso no es idóneo para seguir en ese instituto. El margen de discrecionalidad que se deja al Superior competente es casi ilimitado, pues ni siquiera tiene que seguir el parecer de su consejo, dejando a su responsabilidad usar dicha competencia con criterios de justicia y equidad. Incluso dependerá de él mismo tomar la iniciativa y proponer la admisión o la exclusión. Ni siquiera parece posible recurrir dicha decisión ante el Superior mayor inmediato al que decide en cuanto a la fundamentación de esa exclusión, en todo caso sólo en cuanto al no cumplimiento de las formalidades requeridas en el modo de proceder
. De todos modos, consideramos una obligación jurídica y, sobre todo, moral que se motive la no aceptación y que, para mayor seguridad, e incluso para bien del instituto, se presenten al interesado por escrito las causas que han dado lugar a la exclusión, quedando recogidas en el archivo correspondiente. Como bien indica Andrés, sería éste un deber si el excluido desea y consiente escuchar las causas
.
3. La enfermedad física o psíquica en relación con la expulsión (c. 689§2 y 3)
Según el c. 689§2, la enfermedad física o psíquica del profeso temporal puede ser una de esas causas a las que se refería el §1 para no admitir a la profesión. Se requiere aquí la intervención de peritos, normalmente médicos o psicólogos, para precisar la naturaleza de la enfermedad, pero es el Superior mayor el último responsable para juzgar si existe o no la causa justa para excluir al religioso de la renovación de la profesión o de la emisión de la perpetua. El tipo de instituto y de trabajo misional en el que se centra tendrá que ver con esta decisión, pues la salud física y psíquica requerida en unos respecto de otros puede resultar distinta.  
Es indiferente que estas causas hayan surgido antes o después de la profesión religiosa. Lo decisivo es que hagan no idóneo al religioso para llevar la vida del instituto. Aunque la enfermedad se hubiera detectado después de la incorporación al instituto, el Superior puede no admitirlo, a no ser que se hubiera contraído por negligencia del instituto o por el trabajo realizado en éste, lo que parece una exigencia basada en la justicia y en el derecho natural. Concretar cuando ha sido así resultará difícil, pero ¿qué pasa en estos casos; ha de admitírsele incluso a la profesión perpetua? Parece que así debiera ser y que el religioso debe ser considerado como un miembro enfermo. El problema surgirá cuando un no admitido por enfermedad  entienda que en esa situación ha habido responsabilidad del instituto. Puede haber supuestos claros, como los de patologías contraídas durante un mandato o destino, pero piénsese, por ejemplo, en el caso dónde el miembro aduce que sus perturbaciones psíquicas se deben al ambiente comunitario que ha vivido. Parece que el informe pericial será decisivo en este sentido.
En los últimos momentos de la revisión del Código, se introdujo una excepción a esta regla general que no aparecía en los primeros esquemas. La última parte del canon (§3) contempla el caso en el que el religioso no es capaz de hacer una nueva profesión porque carece de suficiente uso de razón, aunque tenga intervalos de lucidez. Esta amencia no se identificaría con al enfermedad psíquica del párrafo anterior, pues no toda enfermedad psíquica es amencia o demencia, sino que se tratará de lo que comúnmente denominamos locura. Lo decisivo será, pensamos, que se caiga en una situación mental de total desequilibrio y de incapacidad de entender y querer que lo haga incapaz de valerse por si mismo. No se le puede despedir del instituto en este caso, seguramente porque quedaría en una situación de indefensión evidente, pero tampoco se especifica más. Parece que no podrá profesar de nuevo, pero el instituto se hará responsable de él en una comunidad o en u  centro especializado mientras esa situación perdure. No entraría en el supuesto, al menos canónicamente, el novicio demente, al que se le podrá no admitir a la profesión, pero la equidad y caridad, aunque no explicitadas, tendrán que hacerse realidad de alguna manera también en este caso.
Además de lo que indican estos parágrafos, habrá que tener en cuenta lo que se deduce implícitamente de esta normativa, aunque no se explicite: la enfermedad física o psíquica nunca es causa de expulsión o salida del instituto de un profeso perpetuo. 

4. La readmisión. Condiciones (c. 690)

Este canon contempla la posibilidad de readmitir a aquel que abandonó el instituto al acabar el noviciado o al profeso que hizo lo mismo. No es un tránsito, sino readmisión en la misma institución de la que se formó parte antes
. En este supuesto no es obligatorio repetir el noviciado ni las pruebas previas a la profesión, pero hay que realizar una prueba previa a la profesión temporal  que, en ningún caso, puede ser inferior al periodo de votos temporales previsto para el supuesto normal de acuerdo a lo recogido en los cánones 655 y 657. Parece que esta prueba consta de una primera fase en la que el readmitido sigue sin votos y de una segunda de votos temporales hasta la emisión de la profesión perpetua. Es lógico que la primera no supere el tiempo normal del noviciado y que la duración de la segunda dependa del periodo de votos temporales que transcurrió antes de la salida del readmitido. La autoridad facultada para conceder la readmisión y la que ha de determinar los pasos a seguir hasta llegar a la incorporación definitiva es en los supuestos normales el Superior general con el consentimiento de su consejo. 

Habla el precepto de quien haya salido legítimamente del instituto, ósea,  conforme a la ley canónica, por lo que los que salieron ilegítimamente (por ejemplo, antes de finalizar el periodo de profesión sin pedir dispensa) o fueron expulsados no podrían valerse de esta posibilidad.

Al no hablar expresamente de profesión temporal, parece que el canon se aplicaría también a los que pidieron dispensa de votos después de su profesión perpetua
. Ha sido, sin embargo, un tema discutido, remitiendo en ocasiones a la Santa Sede para permitir la readmisión a quien salió después de la profesión perpetua. Hoy parece que la opinión mayoritaria de los autores se inclina por la aplicabilidad de esta norma también a los profesos perpetuos
, aunque con excepciones como la de Andrés, que excluye de esta figura a quienes obtuvieron a norma del c. 691 la secularización definitiva después de profesar votos perpetuos. Tampoco a nosotros nos resulta fácil suponer que tipo de prueba se puede establecer en este caso para volverse a reintegrar en el instituto y si de nuevo han de emitir la profesión temporal; además, hubiera sido más propio colocar el precepto después de los que regulan la dispensa de los profesos perpetuos, no cómo actualmente, entre la dispensa de votos temporales y perpetuos. Pero la objeción más importante, como bien advierte Rincón
, sería que no es tan simple dejar únicamente al gobierno interno del instituto la decisión de readmitir en el caso en que ha habido un indulto de la Santa Sede respecto de los votos perpetuos. Pensemos que el clérigo que ha perdido el estado clerical no puede recuperarlo de nuevo si no es por rescripto de la Sede Apostólica (c. 293).
El § 2 del c. 690 otorga la misma facultad que al General al Superior de un monasterio autónomo (no solamente los del c. 615) con el consentimiento de su consejo. No se trata del traslado entre monasterios de la misma Orden, regulado con más flexibilidad que el tránsito, como hemos visto, sino que se refiere al que quiera volver al mismo monasterio dónde se incorporó e hizo, al menos, el noviciado. La concesión de dicha potestad al Superior local se justifica en base a la gran independencia y autonomía de la que gozan dichas casas.  

5. Solicitud de salida del profeso perpetuo. Vía de petición y autoridad concedente (c. 691)
Comienza este canon subrayando la responsabilidad del religioso perpetuo para considerar en la presencia de Dios la gravedad de los motivos que le llevan a pedir el indulto de salida del instituto. Para la salida de un profeso temporal se pedían causas graves, en este caso gravísimas. Se apela de este modo a la conciencia religiosa, pero, aunque el indulto no sea un derecho sino una gracia, no habrá más remedio que concedérselo al religioso que ha tomado esa decisión, pues nadie puede estar en la vida religiosa en contra de su voluntad, aunque libremente asumiese ese estado.
Una vez tomada la decisión, el miembro que pide la salida elevará su petición al Superior general del instituto, directamente o a través de su Superior mayor inmediato. En dicha petición, que normalmente será escrita, expondrá su periplo en la vida religiosa y en el instituto y las razones que le llevan a solicitar la salida. El General y su consejo enviarán esa petición, junto con su valoración y juicio al respecto, a la autoridad competente. El parecer del General y el consejo no se puede considerar ni siquiera voto consultivo, sólo acto meramente informativo. 
La autoridad competente para la concesión, a norma del §2, es únicamente la Sede Apostólica si el instituto es de derecho pontificio y también puede concederla en el caso de los de derecho diocesano el Obispo de la casa dónde esté destinado el religioso. En pos de la libertad a la hora de tomar esta decisión de la secularización, parece que no corresponde al General decidir si tramita a no la solicitud, cómo mucho podrá aconsejar al religioso con prudencia y respeto. En caso de que desde el gobierno general no se enviase la solicitud, es evidente que el religioso podría enviarla directamente a la Santa Sede o, en su caso, al Obispo, y no para obviar ese trámite, más bien para que la Santa Sede pida información al General sobre su postura. 
6. Consecuencias del indulto de salida. El problema del rechazo en el momento de la notificación (c. 692)
El indulto de salida concedido al peticionario lleva consigo el cese de todas las consecuencias jurídicas de la profesión, es decir, la pérdida de todos los derechos y obligaciones provenientes del estado religioso y los que tenía en relación con el instituto; se pierde la condición de religioso. 
El indulto, además de legítimamente concedido, debe ser notificado al miembro, dándole la posibilidad de rechazarlo y de que no produzca ningún efecto. Sería un último intento de la Iglesia por salvar el compromiso irrevocable contraído en la profesión perpetua. Pero encontramos en esta norma una laguna jurídica al pensar en el supuesto dónde el religioso al que le es concedida la gracia, no rechaza, pero tampoco firma el indulto. Y no es un supuesto especialmente extraño. Se dan casos dónde el profeso, después de vivir largo tiempo fuera del instituto, a veces sin saber sus superiores dónde, acepta la sugerencia de solicitar la dispensa, ya que de hecho vive fuera de la vida religiosa, y el Superior mayor quiere resolver la situación sin recurrir a la expulsión. Cuando llega la dispensa de Roma de nuevo la persona no acude al requerimiento para firmarla; ¿Qué sucede? ¿Empieza a producir efectos porque no la rechaza? Creemos que por seguridad jurídica el no rechazo debe constar fehacientemente mediante la firma del interesado. Así lo enuncia claramente Fernández Castaño cuando establece que la notificación se hace delante de dos testigos, ante quienes el religioso tiene que aceptarla mediante su propia firma
. Otros, como Andrés, hablan de una posible recusación o rechazo mediato y tácito, no aceptando ni rechazando explícitamente la concesión de salida a lo largo de 10 días. En este caso, por praxis y decisión positiva de la Santa Sede, el escrito de notificación perdería todo su valor.
. Si no firma  algún autor habla de una posible secularización impuesta ante la Santa Sede
, pero no advertimos la diferencia con la expulsión. Lo único sería que abierto dicho proceso, se puede aducir como prueba la actitud incoherente y torticera del solicitante que luego no acepta el indulto. 
Por tanto, pensamos que la aceptación nunca se presume, necesita ser acreditada. Sin embargo, algunos autores, parecen pensar que sólo es necesario que no se rechace el indulto en el momento de la notificación
, lo que puede crear sin duda inseguridad en algunas situaciones. 
Es importante, en relación con esta salida definitiva, lo establecido en el c. 702: quien legítimamente salga de un instituto no tiene derecho a exigir nada por cualquier tipo de prestación realizada en él, si bien el instituto debe observar la equidad y la caridad evangélica con el miembro que se separe de él, incluso el expulsado. 
7. Los religiosos clérigos que pasan a sacerdotes diocesanos. El problema del c. 693 y la posibilidad de acefalía o clérigos vagos.
Si el miembro que pide la salida es clérigo, merece una consideración especial por parte del Código por el hecho de que en su salida están implicadas otras leyes eclesiales, fundamentalmente la de la incardinación. El clérigo que no solicita la dispensa del estado clerical, sólo de la profesión religiosa, antes de ser concedido el indulto, debe encontrar un Obispo que lo incardine en su diócesis  o, al menos, lo admita a prueba en ella ad experimentum, que suele ser lo más habitual. Con ello se pretende evitar que existan clérigos, diáconos o presbíteros, que no dependan de ningún Ordinario. Pasados cinco años, el admitido a prueba queda incardinado en la diócesis de propio derecho, ipso facto, pero al acabar esos cinco años o durante ese periodo, el Obispo puede rechazarlo. 
Esta norma pretende evitar la existencia de clérigos vagos o acéfalos, pero según la actual regulación existe una puerta abierta a esta posibilidad que se plantea cuando, una vez concedido el indulto, el Obispo rechaza al miembro dispensado en ese plazo de los cinco años. La única solución que vemos es buscar otro Obispo receptor por parte del clérigo, pero una gran parte de la doctrina entiende, sin más, que el instituto del que salió tiene obligación de admitirlo de nuevo y él tiene obligación de retornar, para evitar así que se convierta en un clérigo vago (c. 665). De esta forma, hasta que el religioso al que se le ha concedido y ha aceptado el indulto de salida definitiva no quede incardinado en otra Iglesia particular, estaría en una situación de exclaustración
. En su día, ya expusimos nuestra divergencia con esta postura
. 
A nuestro entender, el indulto de secularización se concede con todos los efectos si el religioso ha sido admitido a prueba por un Obispo, no condicionado a la incardinación, y todos los derechos y deberes del dispensado respecto al instituto quedan finiquitados
. Incluso hay que tener en cuenta que la incardinación en el instituto la tenía en razón de su profesión. Lo lógico será que hasta que no sea incardinado en la nueva estructura eclesial, el religioso que así lo desee no solicite la dispensa de votos, sino que se atenga a las figuras de la ausencia de la casa y de la exclaustración, y así creemos que debería contemplarlo el Código de alguna forma para evitar caer en la acefalía clerical. 
� Cf, D. J. Andrés, Las formas de vida consagrada. Comentario teológico-jurídico al Código de Derecho Canónico.Madrid-Roma 2005, 557.


� De esta obligación deriva el domicilio y cuasidomicilio de los religiosos, a tenor del c. 103.


� D. J. Andrés, o.c., 128.


� Téngase en cuenta lo anteriormente dicho y que ningún comentarista advierte: la concesión del permiso ha de estar basada en causa justa, pero para la no concesión nada se exige, no se pide causa suficiente, quedando al arbitrio del superior o del consejo.


� La vida consagrada en la Iglesia, Madrid 2011, 342.


� Así se recoge en las Constituciones de la Orden de Predicadores, a la que pertenezco, aunque solamente a la hora de elegir. Establece su número 441 que “carece de voz activa: ….3º el que tiene permiso del superior mayor para vivir fuera del convento (CIC 665§1) a no ser que el permiso haya sido concedido por causa de enfermedad, por razón de estudios o del ejercicio del apostolado en nombre de la Orden”.


� Solamente estaría legitimado para la ausencia de la vida comunitaria en estas situaciones el religioso elevado al episcopado, según el c. 705, ya que “no le obligan aquellos deberes que él mismo juzgue prudentemente como incompatibles con su condición”


� Cf, G. Di Mattia, sub. c. 665, en Comentario exegético al Código de Derecho canónico, vol. II/2, Pamplona 2002, 1689.


� F. Ramos, op, Comentario exegético al Código de Derecho Canónico, vol II/2, Pamplona 2002, 1746.


� o.c., 559.


� o.c., 385. El mimo autor profundiza en el problema en las pp. 387 y 388 de la obra llegando a la misma conclusión.


� Cf, J. J. Fernández Castaño, La vida religiosa. Exposición teológico-jurídica, Salamanca 1998, 150.


� Respuesta del Consejo para la interpretación del os textos legislativos de 20 de junio de 1987, en AAS 79 (1987) 1249.


� No está de acuerdo con esta interpretación V. De Paolis,  ya que la expresión “por más de un trienio” se referiría a todo lo que precede, o.c., 393, pero la literalidad del canon no es esa.


� Andrés indica que debe llevarlo de acuerdo al c. 669, si el indulto no indica lo contrario, en o.c. 576.


� D. Andrés, o.c., 574.


� SCRIS, Exclaustración “ad natum Sanctae Sedis”, Decisión del 19.I.1974, en “Informationes SCRIS” 1 (1975) p. 76.


� Cf, F. Ramos, o.c., 1757.


� Rincón, o.c., 250, se plantea si los generales de institutos no clericales tienen potestad para dispensar de los votos o sólo de conceder el indulto de separación. Parece una distinción un tanto artificiosa, puesto que en todo caso, advierte el autor, la dispensa se produce en todo caso con la salida.


� Cf, F. Ramos, o.c., 1762.


� o.c., 580.


� Aunque el canon no lo recoja expresamente, es lógico que así sea, y sí que lo contemplaba la instrucción Renovationis causam 38, que antes de la nueva codificación, introdujo esta norma de la readmisión ad experimentum. 


� Communicationes 13 (1981) 336.


� Cf, J. Kowal, Uscita definitiva dall’istituto religioso dei professi di voti perpetui. Evoluzione storica e disciplina attuale, Roma 1997, 231-237. En estas páginas se encuentra una amplia bibliografía al respecto e incluso el cambio de opinión respecto al tema en algunos autores.


� o.c., 252.


� o.c., 159. 


� o.c., 591.


� Férnandez Catño, o.c,, 160. 


� V. de Paolis, o.c., 401


� De exclaustrado hablan sin más en estos casos F. J. Ramos, op. 1771, J. Kowal, o.c., 241 y V. De Paolis, o.c., 401.


� R. Callejo de Paz, La exigencia de la incardinación y las posibles acefalías: Estudios Eclesiásticos 81 (2006) 789-803.


� Este planteamiento lo asumen j. Fernández Castaño, o.c., 159 y T. Rincón-Pérez, o.c. 252-3.
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